SIMETRÍA EN LA NEGOCIACIÓN Y EN LA PAZ
El método o la política que se emplee para alcanzar la paz por medio de la negociación con los grupos ilegales que se acojan a este procedimiento o para combatir con  las fuerzas armadas del estado a los que se empeñen en el camino de la violencia, es un asunto tan trascendental que, compete a toda la sociedad, más precisamente a sus principales fuerzas políticas, el diseño de la misma. Se requiere, como lo han insinuado ya algunos jefes políticos y gobernantes (p.e. Angelino Garzón, gobernador del Valle), un gran consenso para evitar asimetrías que violen los principios de igualdad y universalidad jurídica y de oportunidad política.

La solicitud elevada al Gobierno Nacional por los comandantes paramilitares presos para que se les permita realizar actividades políticas en un marco de legalidad al igual que la cercanía a definiciones serias sobre las perspectivas de negociación con el ELN, pone sobre el tapete un debate necesario y urgente. Supongo que para la organización guerrillera en trance de optar por la civilidad, la posibilidad de acceder a la lucha política en términos legales es una cuestión central. Ese ha sido, además, el clamor generalizado de la población frente a todos los grupos armados irregulares. El espíritu de la retórica ciudadana es que abandonen las armas para que luchen por sus ideas sin derramar más sangre, Así pues, es coherente que como abrebocas de las conversaciones que se están adelantando, sus comandantes tengan la certeza de que tanto la sociedad como el estado que la representa, les abrirán canales de participación a cambio de la desmovilización y dejación de las armas. Incluso hay quienes han ido más lejos al sostener que se les debe dar alguna participación en organismos de representación popular, como se estipuló en anteriores leyes de paz.

Una gracia de esta magnitud nos lleva por defecto a reconsiderar lo que hasta el momento se ha acordado respecto de los grupos paramilitares. Desde el punto de vista jurídico ellos tendrían, como sediciosos sometidos voluntariamente a la legalidad, a tener las mismas prerrogativas y derechos que se otorguen a las guerrillas. Desde el punto de vista político, con mayor razón, sería aplicable el principio de igualdad en la medida que el estado, como ente que impone las condiciones de su ordenamiento legítimo, podría hacerlo en aras de darle fundamentos a un auténtico proceso de reconciliación. Pero, hay al menos dos obstáculos por resolver: uno, ¿qué hacer, en todos los casos, respecto de los delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra? Lo que nos remite a la inquietud de si las personas condenadas por ese tipo de delitos podrán recibir o no el beneficio de la amnistía o el indulto y, una vez resuelta la duda, si esas personas pueden recuperar sus derechos políticos. Dos, ¿cuál sería la forma orgánica a adoptar por parte de estos grupos para que puedan realizar dichas actividades de modo totalmente diferente a como lo venían haciendo, sin generar suspicacias y malentendidos? En los procesos de paz de la década pasada hay experiencias que podrían servir de ejemplo. Los grupos desmovilizados cambiaron de nombre, de logo, de consignas y hasta de banderas para indicarle a la sociedad que de ahí en adelante eran muy otros los que demandaban el apoyo ciudadano.

Es imprescindible un gran acuerdo al respecto para darle solidez a los objetivos de pacificación y reconciliación que se persiguen y para evitar los reclamos persistentes sobre quienes habiéndose acogido a acuerdos de paz, siguen siendo objeto de reclamaciones. Pero, adicionalmente, porque hay una buena cantidad de asuntos delicados sobre los cuales no hay consenso. Por ejemplo, en los temas de verdad, reparación y justicia, hay quienes piensan que tal exigencia es aplicable a los paramilitares, a los funcionarios públicos y al estado mismo, mas guardan silencio cuando se plantea el mismo problema para el caso de las guerrillas. Esto nos indica que al margen de nuestras opciones partidistas e ideológicas tenemos una gran diferencia de enfoque sobre un tópico que se torna dilemático. Todos debemos aceptar que un tratamiento diferenciado a los grupos irregulares es el camino más expedito para retornar a la violencia, si no hay igualdad en el trato no habrá correspondencia en la respuesta. Y hay que aceptar también que la aplicación de un rasero de exigencias demasiado punitivo: justicia, verdad y reparación absolutas, deja de ser un escenario atractivo para los grupos que aún no se someten a un diálogo de paz. 
Ambas opciones, la del tratamiento diferenciado y la de exigencias punitivas absolutas, conducen a truncar el alcance del máximo objetivo de unas negociaciones en las que el estado, si bien se impone, no ha derrotado militarmente a sus oponentes, dicho objetivo es la paz y la reconciliación. Comprender que estas opciones perjudican al conjunto de la sociedad es el primer paso para avanzar hacia el acuerdo estratégico que se requiere en nuestro país. Un acuerdo de tal calibre, abriría caminos de solución para conocer mucho más de la verdad, para avanzar seriamente en la reparación de las víctimas y para evitar la total impunidad, pero también, para dilucidar los niveles de responsabilidad de los dirigentes políticos, empresariales, cívicos y de otras cualidades, que de una u otra forma tuvieron nexos o responsabilidad con todos los grupos armados irregulares. 
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